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Proceso

 
Ordinario Laboral – Revoca parcialmente fallo que accedió a las pretensiones
Radicación Nro.

66001-31-05-003-2015-00633-01

Demandante:

Luceny Pimienta Alzate 

Demandados:

PAR ISS 

Magistrado Ponente:        Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito
Tema:        DE LA SANCIÓN MORATORIA PREVISTA EN EL DECRETO 797                                                        DE 1949. Ha sido pacifica tanto la jurisprudencia nacional como la local, en manifestar que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena o mala fe. (…) En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de oct. de 2003, No. 20764, confirmó que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación, por lo que no resulta dable condenar a esos empleadores al pago de este tipo de sanciones; situación que explicó en los siguientes términos: “Frente a la anterior situación, debe decirse que de imponerle la indemnización moratoria a un empleador que se encuentra en esas condiciones, es decir en liquidación obligatoria, no tendría razón de ser la expedición de las leyes especiales que permiten la intervención Estatal en las empresas, las cuales están destinadas a proteger no solo el capital y la inversión económica, sino también los intereses de los asalariados y por ende el derecho Constitucional al empleo consagrado en el artículo 25 del Ordenamiento Superior, que se orienta a que un agente estatal dirija los destinos de la unidad de explotación económica y pretenda ya la recuperación económica, ora la liquidación de la sociedad, todo, contra la voluntad del empleador y empresario, sin que pueda quedar al libre albedrío del promotor del acuerdo o del liquidador, hacer un uso inadecuado de los recursos destinados, a conservar el equilibrio de la compañía como persona moral y la igualdad entre los acreedores, según la filosofía propia de la liquidación forzada regulada en la Ley. Finalmente, no puede deducirse que una empleadora que fue llamada a liquidación forzada como la sociedad demandada, tuviera interés en desconocer o defraudar los intereses y créditos de los trabajadores demandantes, como para entrar a darle viabilidad al Art. 65 del C. S. del T., que como lo ha sostenido esta Sala, no es de aplicación automática.”. Bajo tales circunstancias, a partir de esta providencia, por unanimidad, los integrantes de esta Sala acogen la doctrina probable que contiene la sentencia a que se acaba de hacer referencia y por ende, sus fundamentos serán aplicados para decidir lo pertinente en el caso concreto.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veinticuatro de mayo de dos mil diecisiete, siendo las dos y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la demandante en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 25 de junio de 2015, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que promueve la señora LUCENY PIMIENTA ALZATE en contra del PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL ISS, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00633-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Luceny Pimienta Alzate que la justicia laboral declare que entre ella, en calidad de empleada, y el Instituto de Seguros Sociales existió un contrato de trabajo entre el 12 de enero de 1993 y el 31 de marzo de 2015 y que con base convención colectiva de trabajo se condene a la entidad demandada a reconocer y pagar las vacaciones comprendidas entre los años 2010 y 2015, 39 días de vacaciones que dejó de disfrutar por incapacidad, primas de vacaciones, el reajuste por concepto de primas de servicios, auxilio de cesantía y sus intereses y la indemnización convencional por terminación del contrato de trabajo reconocidos en la resolución Nº 8889 de 2015, primas de navidad, la sanción moratoria del Decreto 797 de 1949, la indexación de las sumas reconocidas; lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Se vinculó el extinto Instituto de Seguros Sociales como trabajadora oficial el 12 de enero de 1993, relación contractual que se extendió hasta el 31 de marzo de 2015; el último cargo que ocupó fue el de Técnico Administrativo Grado 20; el 13 de diciembre de 2011 solicitó el reconocimiento y pago de la prima de navidad, la cual fue negada en oficio Nº 002426 de 28 de febrero de 2012; a través de resolución emitida en el año 2011 se le concedieron 60 días de vacaciones, pero el 24 de febrero de 2012 fueron interrumpidas por incapacidades médicas que se extendieron entre el 2 de diciembre de 2011 y el 31 de marzo de 2015, quedando pendiente el disfrute de 39 días de vacaciones; el 26 de febrero de 2014 solicitó la reliquidación y pago de los intereses a las cesantías correspondientes al año 2013, petición que fue negada en oficio Nº 0000004205 de 1º de abril de 2014; por medio del Decreto 0553 de 2015 el Gobierno Nacional ordenó la extinción definitiva del ISS a partir del 31 de marzo de esa misma anualidad, motivo por el que a través de la resolución Nº 8889 de 2015 se le reconocieron las cesantías definitivas, indemnización por terminación del vínculo laboral y demás prestaciones sociales, teniendo como fecha inicial el 6 de julio de 1995 y no el 12 de enero de 1993; la entidad empleadora no le canceló las primas de vacaciones desde el año 2010 hasta el 2015, lo que también llevó a que no se le pagara adecuadamente las primas de servicios; siempre fue beneficiaria de la convención colectiva de trabajo suscrita entre el ISS y el sindicato de sus trabajadores; antes de producirse el cierre del proceso liquidatorio, el ISS suscribió contrato de fiducia mercantil con la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A. –FIDUAGRARIA S.A.-, correspondiéndole a dicha entidad la representación legal el Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS.

Al dar respuesta a la demanda –fls.205 a 211- el PAR ISS aceptó los hechos relacionados con la extinción del ISS, la suscripción del contrato de fiducia mercantil y la representación legal de esa entidad a cargo de la Fiduagraria S.A.. Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de fondo que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Falta de legitimidad en la causa por pasiva”, “Prescripción”, “Pago total de la deuda”, “Cobro de lo no debido”, “Enriquecimiento sin justa causa”, “Buena fe” y “Declaratoria de otras excepciones”.

En sentencia de 8 de junio de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que la señora Luceny Pimienta Alzate, en su calidad de trabajadora oficial del ISS, estuvo vinculada laboralmente con esa entidad entre el 12 de enero de 1993 y el 31 de marzo de 2015, siendo beneficiaria de la convención colectiva de trabajo suscrita entre el ISS y el sindicato de sus trabajadores.

Posteriormente señaló que a la actora se le adeudan algunas prestaciones sociales, así: $3.623.264 por las vacaciones causadas entre el 12 de enero de 2010 y el 12 de enero de 2012 y por ese mismo periodo por concepto de primas de vacaciones la suma de $7.246.528.

También indicó que la demandante tiene derecho a que se le reajusten las cesantías, sus intereses y la indemnización por despido sin justa causa, reconocidos en la liquidación Nº 585 de 2015, razón que la llevó a condenar a la entidad demandada a pagar $10.189.649,88 por diferencia en las cesantías, $305.689,85 por diferencia en los intereses a las cesantías y $7.372.068,11 como diferencia por la citada indemnización.

Condenó también al PAR ISS a reconocer y pagar la indexación de las sumas reconocidas, teniendo como índice inicial la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia.

Finalmente negó las demás pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, la señora Luceny Pimienta Alzate interpuso recurso de apelación frente a los siguientes puntos:

1. Considera que el valor de la compensación por las vacaciones no disfrutadas entre los años 2010 a 2015 no fueron calculadas correctamente debiéndosele cancelar la suma de $7.975.710.

2. Sostiene que las primas de vacaciones fueron erróneamente liquidadas en el curso de la primera instancia, pues según sus propios cálculos debieron reconocerle la suma de $8.321.005.

3. Señala que en proceso quedó demostrado que no disfrutó 39 días de vacaciones, que en consecuencia deben de ser compensados en dinero a su favor.

4. Manifiesta que tiene derecho a que se le reconozcan y paguen las primas de navidad de orden legal que no le fueron canceladas en toda la relación laboral.

5. Pide que se reajuste lo cancelado por primas de servicios ya que el ISS no tuvo en cuenta como factor salarial para calcular esa prestación, las primas de vacaciones.

6. Solicita que se liquide adecuadamente la indemnización por despido sin justa causa, ya que de acuerdo a sus cálculos debe percibir como diferencia la suma de $13.452.321.

7. En cuanto a la sanción moratoria prevista en el Decreto 797 de 1949, indica que no existe ningún argumento que permita concluir que la actuación del ISS fue de buena fe, pues como se demuestra en el proceso, esa entidad le quedo adeudando inexplicablemente unas sumas de dinero por los conceptos relacionados en la demanda, teniendo derecho entonces a que se reconozca esa pretensión a su favor.

8. Finalmente expresa que en caso de que no se acceda a la sanción moratoria, la indexación de las sumas no puede tener como índice inicial la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia, sino a partir del momento en que se causó.

Al haber resultado condenado el PAR ISS, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Existió entre la señora Luceny Pimienta Alzate y el extinto Instituto de Seguros Sociales una relación laboral entre el 12 de enero de 1993 y el 31 de marzo de 2015?

De ser afirmativa la respuesta el interrogante anterior ¿Tiene derecho la actora a que se acceda a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
DE LA SANCIÓN MORATORIA PREVISTA EN EL DECRETO 797 DE 1949.

Ha sido pacifica tanto la jurisprudencia nacional como la local, en manifestar que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena o mala fe.

En múltiples salvamentos de voto el ponente de este proyecto venía separándose de la imposición de sanción moratoria en esta clase de eventos, sosteniendo para el efecto que: 

“…comoquiera que para proferir condena por sanción moratoria, lo que corresponde es determinar la buena o mala fe que tuvo el empleador para abstenerse de hacer los pagos laborales pendientes de solución al momento de la terminación de la relación laboral, debe resaltarse que en el presente caso, al haberse iniciado  la liquidación del ISS, sin que se haya declarado la existencia del contrato de trabajo, el liquidador se encontraba en una verdadera imposibilidad legal de hacer el reconocimiento y pago de unos derechos laborales que los documentos que se le presentaban para el efecto no concretaban y que por lo tanto le imponían, para poder proceder a su cumplimiento, una previa declaración judicial. 

En síntesis, el liquidador no pagó las obligaciones laborales, actuando de mala fe o caprichosamente, sino porque tenía que esperar la decisión judicial que las reconociera.

Nótese entonces que no es posible endilgarse mora en estas condiciones al ISS, porque la falta de pago de las eventuales acreencias laborales no resultaba injustificada sino dispuesta por la ley.”

En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de oct. de 2003, No. 20764, confirmó que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación, por lo que no resulta dable condenar a esos empleadores al pago de este tipo de sanciones; situación que explicó en los siguientes términos:

“Frente a la anterior situación, debe decirse que de imponerle la indemnización moratoria a un empleador que se encuentra en esas condiciones, es decir en liquidación obligatoria, no tendría razón de ser la expedición de las leyes especiales que permiten la intervención Estatal en las empresas, las cuales están destinadas a proteger no solo el capital y la inversión económica, sino también los intereses de los asalariados y por ende el derecho Constitucional al empleo consagrado en el artículo 25 del Ordenamiento Superior, que se orienta a que un agente estatal dirija los destinos de la unidad de explotación económica y pretenda ya la recuperación económica, ora la liquidación de la sociedad, todo, contra la voluntad del empleador y empresario, sin que pueda quedar al libre albedrío del promotor del acuerdo o del liquidador, hacer un uso inadecuado de los recursos destinados, a conservar el equilibrio de la compañía como persona moral y la igualdad entre los acreedores, según la filosofía propia de la liquidación forzada regulada en la Ley.

Finalmente, no puede deducirse que una empleadora que fue llamada a liquidación forzada como la sociedad demandada, tuviera interés en desconocer o defraudar los intereses y créditos de los trabajadores demandantes, como para entrar a darle viabilidad al Art. 65 del C. S. del T., que como lo ha sostenido esta Sala, no es de aplicación automática.”.

Bajo tales circunstancias, a partir de esta providencia, por unanimidad, los integrantes de esta Sala acogen la doctrina probable que contiene la sentencia a que se acaba de hacer referencia y por ende, sus fundamentos serán aplicados para decidir lo pertinente en el caso concreto.
EL CASO CONCRETO

Sostiene la señora Luceny Pimienta Alzate que como trabajadora oficial del extinto Instituto de Seguros Sociales, prestó sus servicios entre el 12 de enero de 1993 y el 31 de marzo de 2015, en efecto, dicha situación se corrobora con la certificación emitida el 31 de marzo de 2015 por el entonces Jefe del Departamento Nacional de Compensaciones y Beneficios del ISS en Liquidación –fl.29-, en donde se hace constar que la accionante estuvo vinculada laboralmente en el Instituto de Seguros Sociales entre las calendas señaladas anteriormente, teniendo como último cargo el de Técnico de Servicios Administrativos.

Ahora, como trabajadora oficial del mencionado Instituto, la señora Luceny Pimienta Alzate es beneficiaria de la convención colectiva de trabajo suscrita entre el ISS y el sindicato de sus trabajadores –fls.106 a 177-, la cual contiene la respectiva nota de depósito, dado que en ella consta el reconocimiento expreso por parte del ISS en su artículo 3º de que los beneficios convencionales le son aplicables a la totalidad de sus trabajadores oficiales, afiliados o no afiliados al Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social, siempre y cuando éstos últimos, es decir, los trabajadores no afiliados al Sindicato, no hayan renunciado expresamente a dichos beneficios; situación de la cual no hay prueba en el expediente.

Se encuentra demostrado en el proceso que debido a la liquidación definitiva del ISS a partir del 31 de marzo de 2015, tal y como lo ordenó el Decreto 0553 de 27 de marzo de 2015, esa entidad por medio de la resolución Nº 8889 de 12 de marzo de 2015 –fl.25 y 26- da por terminado el contrato de trabajo unilateralmente y sin justa causa y en consecuencia reconoce y paga a la actora la correspondiente indemnización y las prestaciones a que tenía derecho, por un valor total de $188.189.649; valor este que se discrimina en la liquidación definitiva Nº 585 visible a folio 27 del expediente.

En constancia emitida por el Jefe del Departamento Nacional de Compensaciones y Beneficios del ISS –fl.29- se certifica que el último cargo desempeñado por la señora Pimienta Alzate fue el de Técnico de Servicios Administrativos con una asignación básica mensual de $2.319.012, la cual incluye el incremento por servicios prestados.

Manifiesta la demandante que el ISS le adeuda la totalidad de las vacaciones correspondientes a los periodos que van desde el 12 de enero de 2010 hasta el 31 de marzo de 2015; y según los cálculos efectuados en esta sede, los cuales constan en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y en la que constaran todas las liquidaciones a que haya lugar, la cual hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia; tenía derecho la señora Pimienta Alzate a que se le reconociera por ese concepto la suma de $7.858.874, no obstante, al revisar la liquidación definitiva Nº 585, se evidencia que por ese concepto el ISS le canceló la suma de $8.821.742, es decir, $962.868 más de lo que debía pagar de acuerdo a lo establecido en el artículo 48 de la convención colectiva de trabajo.

También sostiene la accionante que esa entidad le adeuda aún 39 días de vacaciones causados con anterioridad al 12 de enero de 2010, los cuales no pudo continuar disfrutando. En efecto, a folio 17 del expediente se ve resolución Nº 00119 de 24 de febrero de 2012 en la que el ISS resuelve interrumpir el disfrute de sesenta días de vacaciones que venía disfrutando la demandante, de los cuales quedaron pendientes 39 por disfrutar, sin que obre prueba que demuestre que posteriormente los pudo disfrutar, motivo por el que tiene derecho a que se le cancele por ellos la suma de $3.014.716; siendo del caso precisar que el mismo no ha sido cobijado por el fenómeno de la prescripción.

De acuerdo con lo expuesto, al finalizar el contrato de trabajo el Instituto de Seguros Sociales debía cancelar por concepto de vacaciones la suma total de $10.873.590 y como le pagó $8.821.742, le adeuda por dicho concepto la suma de $2.051.848.

Expresa la señora Luceny Pimienta Alzate, que se le adeudan las primas de vacaciones que corresponden a los periodos comprendidos entre el 12 de enero de 2010 al 31 de marzo de 2015, sin embargo, es del caso advertir que luego de causado el derecho, la trabajadora contaba con el término de tres años para reclamarlo, y en este caso la actora solo vino a reclamar este derecho con la presentación de la demanda el 11 de noviembre de 2015 –fl.178-, motivo por el que las primas de vacaciones causadas entre el 12 de enero de 2010 y el 11 de enero de 2012 se encuentran prescritas.

Según los cálculos, al finalizar el contrato de trabajo se le debió cancelar a la accionante por concepto de primas de vacaciones la suma de $9.276.048 causados por años completos de servicios desde el 12 de enero de 2012 hasta el 11 de enero de 2015, tal y como lo indica el artículo 49 de la convención colectiva de trabajo, reconociéndole el ISS en la resolución Nº 8889 de 2015 por ese concepto una suma superior equivalente a $11.665.098, es decir, que por ese concepto le canceló de más $2.389.050.

Pide la accionante, que se le reajuste la liquidación que por concepto de primas de servicios realizó el ISS en la resolución Nº 8889 de 2015, pues no se incluyó en ella como factor salarial, la prima de vacaciones.

Según la liquidación Nº 585 –fl.27- a la actora se le adeudaba únicamente lo correspondiente a dos primas de servicios. De acuerdo con lo establecido en artículo 50 de la convención colectiva de trabajo, para liquidar esa prestación, tal y como lo expresa la demandante, se debe tener en cuenta la prima de vacaciones, además de lo percibido por trabajo suplementario.

En ese último año de servicios la señora Pimienta Alzate debía percibir por concepto de prima de servicios la suma de $3.092.016, es decir, que debía tenerse en cuenta la doceava parte con el objeto de liquidar las primas de servicios, es decir, que debía tenérsele en cuenta la suma de $257.668 y como se ve en la liquidación Nº 585 –fl.27- el ISS liquidó la prima de servicios teniendo como doceava de la prima de servicios la suma de $468.005, lo que muestra que calculó la prestación con base en una superior a la que debía tener en cuenta, motivo por el que no hay lugar a reajustar la prima de servicios.

En cuanto a la indemnización por despido sin justa causa, se tiene que la señora Luceny Pimienta Alzate prestó sus servicios entre el 12 de enero de 1993 y el 31 de marzo de 2015, esto es, durante 22 años 2 meses y 19 días, por lo que de acuerdo con lo previsto en el artículo 5º de la convención colectiva de trabajo, debía cancelársele por el primer año de servicios 50 días de salario y por los restantes 21 años y la fracción, lo correspondiente a 55 días de salario y la respectiva proporción; por lo que hechos los cálculos, por dicho concepto se le debía cancelar a la demandante la suma de $94.079.955, no obstante, al revisar la mencionada liquidación Nº 585 –fl.27- por ese concepto se le canceló a la actora la suma de $106.300.030.

Adicionalmente es del caso indicar que si bien en la resolución Nº 8889 de 2015 –fls.25 y 26- el ISS indica que la demandante empezó a prestar sus servicios desde el 6 de julio de 1995, lo cierto es que al momento de calcular la mencionada indemnización en la liquidación Nº 585 –fl.27- el ISS tiene en cuenta los 22 años 2 meses y 19 días de servicios.

En lo que atañe a la solicitud de reconocimiento de la prima de navidad, es de recordar que el artículo 11 del Decreto 3135 de 1968 establece que todos los empleados públicos y los trabajadores oficiales, tendrán derecho a una Prima de Navidad equivalente a un (1) mes del sueldo que corresponda al cargo en treinta (30) de noviembre de cada año, prima que se pagará en la primera quincena del mes de diciembre, sin embargo, su parágrafo 2º señala que quedan excluidos del derecho a la Prima de Navidad aquellos empleados públicos y trabajadores oficiales que presten sus servicios en establecimientos públicos, empresas industriales o comerciales del Estado y sociedades de economía mixta, que por virtud de pactos, convenciones colectivas de trabajo, fallos arbitrales o reglamentos de trabajo, tengan derecho a primas anuales similares, cualquiera sea su denominación.

En este sentido, la actora como trabajadora oficial del ISS no tenía derecho a devengar la prima de navidad de orden legal, dado que por disposición de la convención colectiva de trabajo se le reconoció la prima de servicios, la cual tiene el mismo objeto de la prima de navidad, que es la de remunerar de manera especial los servicios prestados a la institución.

Aduce también la señora Luceny Pimienta Alzate en la demanda –fls.2 a 15-, que el ISS al momento de liquidar las cesantías y los intereses a las cesantías tuvo como fecha inicial del contrato de trabajo el 6 de julio de 1995, motivo por el que ambas prestaciones deben ser reliquidadas.

En ese aspecto prevé el artículo 62 de la convención colectiva de trabajo que a 31 de diciembre de 2001 le correspondía al Instituto liquidar  en forma retroactiva las cesantías de la totalidad de sus trabajadores, lo que significa que para realizar los cálculos correspondientes, debía la parte actora acreditar cual era el salario devengado por ella para ese momento con el fin de realizar las respectivas operaciones, pero tal situación no quedó demostrada en el proceso, pues si bien a folios 9 a 12 del cuaderno de 2ª instancia se allegó copia de los archivos de nómina de la demandante, lo cierto es que allí solo se registran los valores devengados a partir del año 2002, es decir, que al proceso no fue incorporada prueba que permitiera saber con exactitud cuál era el salario devengado por la actora a 31 de diciembre de 2001, lo que hace imposible poder realizar la liquidación de las cesantías a esa calenda de manera retroactiva, con el fin de comparar si se le adeuda suma alguna por ese concepto.

A más de los anterior, al revisar la liquidación Nº 585 realizada por el ISS –fl.27-, percibe la Sala que la totalidad de las cesantías fueron liquidadas erróneamente de manera retroactiva por un total de 7105 días teniendo en cuenta como salario base para ello la suma de $2.951.450, es decir, que el ISS a la hora de efectuar los cálculos no tuvo en cuenta que hasta el 31 de diciembre de 2001 lo debía hacer en esa forma, y que en adelante, debía hacerlo anualmente teniendo en cuenta la asignación básica y los factores salariales indicados en la norma bajo estudio, lo que permite concluir que al haberlo hecho de manera retroactiva, le terminó reconociendo a la señora Pimienta Alzate una suma muy superior a la que realmente tenía derecho.

Bajo esas circunstancias, no hay lugar a reajustar el auxilio de cesantías y sus intereses, siendo del caso anotar, que si bien el término de prescripción de las cesantías empieza a correr una vez finalizado el contrato de trabajo, lo cierto es que los intereses que ellos generan no tienen la misma connotación, ya que a esa prestación le corre el término de prescripción de tres años a partir del momento en que se causa, lo que permite concluir que los intereses a las cesantías causados entre el 12 de enero de 1993 y el 5 de julio de 1995 ya prescribieron, por lo que siendo ese el motivo de la petición de reliquidación, no hay lugar a acceder a ella, como razón adicional a la falta de información de los salarios devengados antes del año 2002.

En cuanto a la sanción moratoria, preciso es recordar que el gobierno nacional dispuso la supresión del Instituto de Seguros Sociales por medio del decreto 2013 de 28 de septiembre de 2012, esto es, que a partir de esa fecha la  entidad entró en estado de liquidación obligatoria, en virtud de lo cual, al haber concluido el contrato de trabajo de la actora el 31 de marzo de 2015, no hay lugar a fulminar condena por este concepto, pues tal y como se explicó con anterioridad, la Sala de Casación Laboral  tiene dicho que no se les puede atribuir mala fe a las empresas que estando en estado de liquidación obligatoria adeuden a sus trabajadores salarios o prestaciones sociales, ya que no puede sostenerse que un empleador que se encuentra en ese estado, tenga posibilidad de defraudar o desconocer los derechos de sus trabajadores, pues es el liquidador quien está llamado a hacer un uso adecuado de los recursos, conservando el equilibrio de la entidad y respetando la igualdad de los acreedores; además en este caso quedó demostrado que el ISS no desconoció los derechos de la trabajadora, al punto que al terminarle el contrato de trabajo, precisamente por su liquidación definitiva, procedió a reconocer y cancelar cada una de las prestaciones sociales e indemnización a las que tenía derecho, reconociendo incluso, valores muy superiores a los que realmente debía pagar; siendo del caso anotar que esos valores resultaron muy superiores a los aquí calculados, en consideración a que en sede administrativa el ISS tuvo en cuenta factores salariales que no se encuentran consagrados en la convención colectiva de trabajo para cada una de esas prestaciones.
Finalmente, tiene derecho la señora Luceny Pimienta Alzate a que se indexe el valor que se le adeuda por concepto de vacaciones, pues es de público conocimiento que el paso del tiempo afecta el valor adquisitivo de la moneda en Colombia, motivo por el que se le ordenará al PAR ISS indexar la suma de $2.051.848 teniendo como índice inicial el IPC vigente para el 31 de marzo de 2015 e índice final el IPC que se encuentre rigiendo para el momento en que se cumpla con esa obligación. 

En el anterior orden de ideas, se revocarán los ordinales cuarto, quinto de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, y posteriormente se modificarán los ordinales tercero, sexto y décimo de dicha providencia.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR los ordinales CUARTO y QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, para en su lugar, absolver al PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES –PAR ISS- del reconocimiento y pago de la prima de vacaciones, así como de la reliquidación de las prestaciones sociales e indemnización por despido injusto reconocidas por medio de la resolución Nº 8889 de 2015. 
SEGUNDO.  MODIFICAR los ordinales TERCERO, SEXTO y DÉCIMO de la providencia objeto de estudio, los cuales quedarán así:

“TERCERO. CONDENAR al PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES –PAR ISS- a reconocer y pagar a favor de la señora LUCENY PIMIENTA ALZATE la suma de $2.051.848 por concepto de vacaciones.

SEXTO. ORDENAR al PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES –PAR ISS- a indexar la suma reconocida por concepto de vacaciones, en los términos señalados anteriormente.

DÉCIMO. CONDENAR en costas a la demandada y a favor de la demandante en un 20%.”.

TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA                                                                   

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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